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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 248/2020-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

HOSPITAL CENTRAL DR. IGNACIO MORONES PRIETO
MAGISTRADA:

LICENCIADA HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P.,  veintidós de noviembre de dos mil veintiuno.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 248/2020-3, promovido por la persona moral **********contra actos del Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto;  y,
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha veintiocho de febrero de dos mil veinte, compareció  el C. **********en su carácter de apoderado general para pleitos y cobranzas de la persona moral denominada ********** demandando a la siguiente autoridad: Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto; por la nulidad de los actos o resoluciones siguientes: “1.- El incumplimiento a los contratos de compraventa número HCDIMP-ADMED-25532-33/2018, HCDIMP-ADMEP-ADMED-24261-22/2018, HCDIMP-ADMED-26318-01/2018, HCDIMP-ADMED-25442-42/2018.; 2.- El incumplimiento de pago a las órdenes de compra de número 141849, 141852, 142816, 142844, 142852, 142905, 142919, 142921, 142997, 143643, 143644, 143782, 143786, 143828, 143946, 143993, 144054.; 3.- La falta de pago puntual, completo y oportuno de la cantidad de $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional), derivado de las facturas no pagadas en términos del contrato de compraventa y las órdenes de compra.; 4.- El incumplimiento al Requerimiento de Pago de fecha 16 de octubre de 2019, mismo que fue presentado y entregado a la demandada el pasado **********.; 5.- El silencio administrativo consistente en la negativa ficta de dar cumplimiento y contestación al requerimiento de Pago de fecha 16 de octubre de 2019.”
II.- Por auto de fecha cuatro de marzo de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.

III.-Por proveido de fecha veintidós de julio de dos mil veinte, se tuvo a la demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía, así como ampliara su escrito inicial de demanda respecto la negativa ficta que demanda por el silencio administrativo al requerimiento de Pago de fecha 16 de octubre de 2019, entregado a la demandada el 24 del mismo mes y año; apercibida a la parte actora, de tener por no ampliando su escrito inicial de demanda, si incumplía con el plazo que le fue otorgado, admitiéndose las pruebas de las partes.
IV.- Con fecha cuatro de septiembre de dos mil veinte, se tiene a la parte  actora por ampliando su escrito inicial de demanda, se ordena correr traslado a la demandada con las copias simples del escrito de ampliación de demanda,  para que manifestara lo que a su derecho convenga, ofreciera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con los que éstas se encuentren relacionadas con apercibimiento.
V.- Mediante auto de seis de noviembre de dos mil veinte, se tiene a la  autoridad demandada por contestando la ampliación de demanda; y se ordena correr traslado a la parte actora para que manifieste lo que a su derecho convenga.
VI.- Mediante auto de dieciocho de diciembre de dos mil veinte, se tiene  a la autoridad por atendiendo el requerimiento que le fue formulado en el acuerdo de fecha seis de noviembre de este año, se ordenó dar vista a las partes del juicio para que manifiesten lo que a sus intereses convenga en términos del artículo 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
VII.- Substanciado el presente juicio en cada una de sus etapas, con fecha veintiuno de abril  de dos mil veintiuno, se fijó el catorce de mayo de dos mil veintiuno para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

VIII.- Por auto de fecha veintitrés de abril de dos veintiuno, se ordenó diferir la audiencia señalada para el catorce de mayo de dos mil veintiuno. 
IX.- Por proveído de fecha  cuatro de junio de dos mil veintiuno, se fijó fecha y hora para audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
X.- Audiencia de ley en este juicio que tuvo verificativo el día primero de julio de dos mil veintiuno, con la inasistencia de las partes, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas que fueron admitidas y ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos; se dio cuenta de que fueron formulados por la parte actora; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

El Apoderado legal de la persona moral actora, acreditó la representación legal de la misma conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial otorgado por la sociedad actora, protocolizado ante la fe del Notario Público número ********** con ejercicio en la ciudad de Guadalajara, documental que obra en fojas 20 a la 30 del expediente en que se actúa; asimismo, acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con la presentación de los actos impugnados, visibles en fojas de la 37 a la 182 de este sumario.
De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra acreditada conforme a lo establecido por el  artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, quien compareció a juicio por conducto de Apoderado y representante legal el C. **********a través de la copia certificada del nombramiento exhibido en este juicio otorgado a su favor, que obra en foja 196 a la 199 del sumario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos: del escrito inicial de demanda, lo constituye: 
1.- El incumplimiento a los contratos de compraventa número HCDIMP-ADMED-25532-33/2018, HCDIMP-ADMEP-ADMED-24261-22/2018, HCDIMP-ADMED-26318-01/2018, HCDIMP-ADMED-25442-42/2018.; 2.- El incumplimiento de pago a las órdenes de compra de número 141849, 141852, 142816, 142844, 142852, 142905, 142919, 142921, 142997, 143643, 143644, 143782, 143786, 143828, 143946, 143993, 144054.; 3.- La falta de pago puntual, completo y oportuno de la cantidad de $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional), derivado de las facturas no pagadas en términos del contrato de compraventa y las órdenes de compra.; 4.- El incumplimiento al Requerimiento de Pago de fecha 16 de octubre de 2019, mismo que fue presentado y entregado a la demandada el pasado ********** 5.- El silencio administrativo consistente en la negativa ficta de dar cumplimiento y contestación al requerimiento de Pago de fecha 16 de octubre de 2019.

, 
Del escrito de ampliación de demanda, lo constituyen los siguientes actos que se contienen en el apartado IV “La resolución o acto que se impugna” que literalmente refieren:  

“1.- La supuesta nulidad e ilegalidad que pretende hacer valerla demandada de los procedimientos de adjudicación de los que derivaron los Contratos de Compraventa número HCDIMP-ADMED-25532-33/2018, HCDIMP-ADMEP-ADMED-24261-22/2018, HCDIMP-ADMED-26318-01/2018, HCDIMP-ADMED-25442-42/2018.; y  las órdenes de  compra de número 141849, 141852, 142816, 142844, 142852, 142905, 142919, 142921, 142997, 143643, 143644, 143782, 143786, 143828, 143946, 143993, 144054…”
Actos que determinan la litis de la presente controversia, que fueron exhibidos por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, que obra en fojas 37 a la 181 de este sumario.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir la contestación de demanda inicial que obra en fojas 188 a la 195 de este sumario, no opuso causal de improcedencia y sobreseimiento, señalando en forma medular que respecto a la negativa ficta que impugna el actor, que el silencio que emano de su representada  tiende a resolver en sentido negativo lo solicitado por el quejoso, contra sus intereses, produciendo una desestimación de  las pretensiones del particular lo que se traduce necesariamente en una denegación tacita del contenido material de su petición, más cuando el cobro que pretende deriva de un procedimiento de adjudicación bajo la adjudicación directa cuyos montos rebasan lo autorizado por el Congreso del Estado, por ende toda contratación realizada fuera del procedimiento legal es nula de pleno derecho  y hace incurrir con responsabilidad a quien lo autorice, afirmando que el quejoso no pueda alegar que se ha considerado una negativa ficta, pues el cobro de las facturas que pretende derivan de procedimientos que simple y sencillamente no se apegaron a la Ley de Adquisiciones  para el Estado de San Luis Potosí en su artículo 6°. 
Asimismo se tiene que la demandada en la contestación de ampliación de demanda, que obra en fojas 239 a la 241 de este sumario, no opuso causal de improcedencia y sobreseimiento, manifestando que el importe que reclama la accionante  en cantidad de $1,147,606.50 ( un millón ciento cuarenta y siete mil seiscientos seis pesos 50/100 M.N.),  y que las facturas que le dan el soporte no cuentan con contrato a excepción de las órdenes de compra 141852, por $240.000 (dos cientos cuarenta mil pesos 00/100 M.N.), y $60,00 (sesenta mil pesos 00/100 M.N.),  el resto no se encuentra amparadas bajo contrato alguno, no obstante esos contratos y órdenes de compra se celebraron en contravención a la Ley de Adquisiciones  para el Estado de San Luis Potosí, asimismo refiere que respecto al señalamiento  que efectúa la parte actora en cuanto a que la parte demandada  por conducto del Director General le haya hecho llegar un reconocimiento de adeudo y solicite un descuento, esto no implica la aceptación expresa ni tacita para regularizar procedimientos de contratación que no se apegaron a la Ley de Adquisiciones  para el Estado de San Luis Potosí.
Argumentaciones que aduce, las cuales deben desestimarse como excepciones y defensas, pues los razonamientos en los cuales se sustentan, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio. 

Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   los  que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 12 a la 14 de este sumario, y del escrito de ampliación de demanda que se encuentra visible a fojas 223 a la 226, argumentos que no se trascriben los que por economía procesal, se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618”

SEXTO.- Determinado lo anterior, esta Sala Unitaria señala que atendiendo a los actos que se reclaman este juicio, se debe analizar en primer término si en la especie se configura la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito de fecha dieciséis de octubre de dos mil  diecinueve, presentado ante la demandada el día **********ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es preferente y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 3 fracción XVI y 20  del Código Procesal Administrativo para el Estado de san Luis Potosí.
En esa tesitura, se tiene que la parte actora en su escrito inicial de demanda impugna la negativa ficta que recayó a la solicitud que hizo de fecha **********, por parte de la autoridad demandada, petición que fue obra en fojas 168 a la 171 de este sumario, que constituye el acto impugnado, dicho escrito fue acompañado como prueba por la parte actora, sin que hubiera sido objetado por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, por lo que hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por  los  artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Negativa ficta impugnada, que se encuentra regulada por  los numerales 3 fracción XVI y 20  del Código Procesal Administrativo para el Estado de san Luis Potosí, que a la letra dice:
“Artículo  3º. Para los efectos de este Código se entiende por:
“…XVI. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular;…”

“Artículo 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.

“Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.

[Énfasis añadido]

Preceptos legales de los cuales, se desprende que los elementos que configuran la negativa ficta, son los siguientes:

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.

b)
El silencio de la autoridad.

c)
Que la falta de respuesta se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Lo anterior, encuentra sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial de la  Novena Época, Registro: 173736, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 164/2006, Página: 204, que dice: 
“NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.”

Ahora bien, analizando las constancias que integran el expediente en que se actúa y, a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la resolución negativa ficta, es de advertirse que en la presente controversia se acreditan los elementos que la integran, considerando que para su actualización se requiere que al menos exista una petición o instancia formulada a una autoridad y el silencio de ésta hasta la fecha en que controvirtió su negativa  en esta vía.
Así, la Resolución negativa ficta demandada por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:

La accionante se encuentra demandando en el punto 4.- El incumplimiento al Requerimiento de Pago de fecha 16 de octubre de 2019, mismo que fue presentado y entregado a la demandada el pasado **********; y en su número 5.- El silencio administrativo consistente en la negativa ficta de dar cumplimiento y contestación al requerimiento de pago de fecha 16 de octubre de 2019.
De las constancias que obran en autos, se encuentra la petición que constituye el acto impugnado en los números 4 y 5 de su escrito de demanda formulada por la parte actora, presentada ante la autoridad demandada con  fecha**********,  según se advierte del acuse que consta en el escrito en comento, documento que hace prueba plena, en razón de que no fue objetada por la demandada en este juicio, conforme lo dispuesto por los artículos 78, 97 y 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Escrito en el cual se advierte de su texto, que el accionante se encuentra requiriendo de pago al Hospital Central Ignacio Morones Prieto para el pago inmediato de la cantidad de $1´743,659.84 (un millón setecientos cuarenta y tres mil seiscientos cincuenta y nueve pesos 84/100M.N.), derivado de la adquisición y suministro de medicamentos y productos farmacéuticos, que amparan las facturas que refieren en sus escrito, 
Asimismo, la parte demandante, manifiesta en su escrito inicial de demanda que, respecto de la solicitud formulada a la autoridad demandada, del  incumplimiento al Requerimiento de Pago  que le fue presentado y entregado a la demandada el pasado **********, no ha obtenido respuesta, y que por tanto se configura la negativa ficta.

Dicha petición se advierte que la autoridad demandada dio contestación a la petición del actor en su escrito de contestación de demanda, en los términos en que lo hizo en el mismo, por tanto se desprende que en la fecha de su contestación de demanda en este juicio, le fue dado a conocer al promovente la respuesta a su escrito, generando que exista la negativa ficta ya que no tenía conocimiento de que su solicitud fue contestada por la autoridad demandada.
En ese tenor se tiene que la autoridad demandada al producir su contestación de demanda, afirma que el silencio que emano de su representada  tiende a resolver en sentido negativo lo solicitado por el quejoso, contra sus intereses, produciendo una desestimación de  las pretensiones del particular lo que se traduce necesariamente en una denegación tacita del contenido material de su petición, más cuando el cobro que pretende deriva de un procedimiento de adjudicación bajo la adjudicación directa cuyos montos rebasan lo autorizado por el Congreso del Estado, por ende toda contratación realizada fuera del procedimiento legal es nula de pleno derecho y hace incurrir con responsabilidad a quien lo autorice, afirmando que el quejoso no pueda alegar que se ha considerado una negativa ficta, pues el cobro de las facturas que pretende derivan de procedimientos que simple y sencillamente no se apegaron a la Ley de Adquisiciones  para el Estado de San Luis Potosí.

De acuerdo a lo anterior, la sociedad actora, acredita la existencia de la solicitud que formuló ante la demandada con fecha **********, sin que la demandada acreditara en el presente juicio, que hubiera dado respuesta a la misma de manera expresa, dentro de los plazos previstos, es decir, por escrito, debidamente fundada y motivada, lo que en el caso específico no aconteció, ya que dio contestación a su requerimiento en el escrito de contestación de demanda en este juicio.
En esa tesitura, con fundamento en los artículos 7º fracción XIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 3º fracción XVI y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se determina que, la negativa ficta que reclama la demandante se encuentra configurada respecto de la petición contenida en la solicitud presentada por la parte actora con fecha **********, ya que reúne las hipótesis anteriormente planteadas, pues la solicitud correspondiente, fue presentada ante la demandada en la fecha citada, sin que esta hubiera dado respuesta alguna, respecto de la misma, dentro del término de tres meses que establece el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, siendo que la solicitud formulada, relacionada con la actualización de la negativa ficta impugnada, ocurrió en un plano vertical de supra ordinación, entre el particular y la autoridad demandada, elemento necesario para la configuración de la misma, lo que origina el derecho procesal de la persona moral aquí actora, para interponer los medios de defensa pertinentes en contra de esa negativa, como en el caso que nos ocupa aconteció, para comparecer ante este Tribunal a impugnar dicho acto.

En ese tenor, al no existir contestación expresa debidamente notificada por parte de la autoridad demandada, previa a la presentación de demanda, es por ello que en ningún momento se acredita que haya emitido la resolución a la instancia planteada, dentro del término establecido por la Ley, luego entonces, debe tenerse por configurada la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito de fecha **********.

SEPTIMO.- En ese contexto, esta Tercera Sala Unitaria, señala que dado que en el caso que nos ocupa, se trata un asunto cuyo origen fue analizar la existencia de la Negativa Ficta generada por parte de la autoridad demandada por la omisión de dar contestación a la petición que le fue hecha mediante el escrito de **********, y siendo que se advierte del escrito de contestación de demanda, que la autoridad demandada ha dado contestación a la negativa ficta que se le reclamó en este juicio; es procedente examinar la legitimación jurídica de la actora en su reclamo mediante su escrito inicial de demanda y la cuestión de fondo de la pretensión planteada en la solicitud de requerimiento de pago, respecto de la cual se tiene por configurada la negativa ficta, en concatenación con los diversos actos impugnados en su demanda, dado que en ellos se sustenta la petición de la actora en su escrito de fecha  **********.
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis aislada, con No. Registro: 183,783, Materia(s): Administrativa, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XVIII, Julio de 2003, Tesis: IV.2o.A.48 A, Página: 1157, que a  la letra dice: 

“NEGATIVA FICTA. LA SENTENCIA QUE DECLARE SU NULIDAD DEBE RESOLVER EL FONDO DE LA PRETENSIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DE FACULTADES DISCRECIONALES DE LA AUTORIDAD. De los artículos 37, 210, fracción I, 215 y 237 del Código Fiscal de la Federación, se deduce que al reclamarse la nulidad de la resolución negativa ficta, la sentencia que dirima el juicio de nulidad debe determinar la legalidad de los motivos y fundamentos que la autoridad expresó en la contestación de la demanda para apoyar su negativa, en función de los conceptos de impugnación expuestos por el actor en la ampliación de la demanda y resolver sobre el fondo de la pretensión planteada ante la autoridad administrativa, sin que proceda que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa declare la nulidad de la resolución para el efecto de que la autoridad se pronuncie sobre la procedencia o no de la solicitud, por tratarse de facultades discrecionales, pues el propósito de la resolución negativa ficta es resolver la situación de incertidumbre jurídica provocada por la falta de respuesta de la autoridad, objetivo que no se alcanzaría si concluido el juicio se devolviera la solicitud, petición o instancia del particular para su resolución por las autoridades fiscales, quienes pudieron hacer uso de sus facultades al presentárseles la solicitud aludida y al contestar la demanda dentro del juicio.”
Bajo esa premisa, se procede al estudio de fondo del único Concepto de Impugnación que hace valer la actora en su escrito inicial de demanda, el que se analiza en forma vinculada con el apartado de  antecedentes, así como con el único concepto de impugnación que vierte en el escrito de ampliación de demanda, los cuales se examinan en concatenación por estar relacionados entre sí, en cuanto a la negativa de la demandada a cubrir el pago que fue peticionado por la empresa actora, mediante la presentación del escrito de solicitud.

Apoya lo antes dicho la Tesis de Jurisprudencia, Registro 2011406, Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Página 2018, que dice: 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Antecedentes y concepto, que en la parte medular refieren lo siguiente:

“VII. Una relación clara y sucinta de los hechos que constituyen los antecedentes de la demanda.

“…d) Con fecha 23 de febrero del 2018, mi representada y el “Hospital” celebraron contrato de compraventa a precio fijo No. HCDIMP-ADMEP-ADMED-24261-22/2018, el cual fue adjudicado a mi representada mediante procedimiento de adjudicación directa, de conformidad con el artículo 25 de la Ley de Adquisiciones de San Luis Potosí, instrumento en el cual, el “Hospital” solicito y compró a mi representada diversos insumos para la salud, los cuales debían ser entregados en sus instalaciones, obligándose al pago de los insumos descritos en dicho contrato. Dicho contrato se exhibe bajo la prueba 2.”
“…e) Con fecha 19 de abril del 2018, mi representada y el “Hospital” celebraron contrato de compraventa a precio fijo No. HCDIMP-ADMED-25532-33/2018, el cual fue adjudicado a mi representada mediante procedimiento de adjudicación directa, de conformidad con el artículo 25 de la Ley de Adquisiciones de San Luis Potosí, instrumento en el cual, el “Hospital” solicito y compró a mi representada diversos insumos para la salud, los cuales debían ser entregados en sus instalaciones, obligándose al pago de los insumos descritos en dicho contrato. Dicho contrato se exhibe bajo la prueba 3.”

“…f) Con fecha 28 de junio del 2018, mi representada y el “Hospital” celebraron contrato de compraventa a precio fijo No. HCDIMP-ADMED-26318-01/2018, el cual fue adjudicado a mi representada mediante procedimiento de adjudicación directa, de conformidad con el artículo 25 de la Ley de Adquisiciones de San Luis Potosí, instrumento en el cual, el “Hospital” solicito y compró a mi representada diversos insumos para la salud, los cuales debían ser entregados en sus instalaciones, obligándose al pago de los insumos descritos en dicho contrato. Dicho contrato se exhibe bajo la prueba 4.”

“…g) Con fecha 17 de julio del 2018, mi representada y el “Hospital” celebraron contrato de compraventa a precio fijo No. HCDIMP-ADMED-25442-42/2018, el cual fue adjudicado a mi representada mediante procedimiento de adjudicación directa, de conformidad con el artículo 25 de la Ley de Adquisiciones de San Luis Potosí, instrumento en el cual, el “Hospital” solicito y compró a mi representada diversos insumos para la salud, los cuales debían ser entregados en sus instalaciones, obligándose al pago de los insumos descritos en dicho contrato. Dicho contrato se exhibe bajo la prueba 5...”

“…h) de la misma forma, el “Hospital”, durante el ejercicio fiscal 2018, mediante las Órdenes de Compra de números  141849 de fecha 19 de abril de 2018, 141852 de fecha 19 de abril de 2018, 142816 de fecha 11 de mayo de 2018, 142844 de fecha 14 de mayo de 2018, 142852 de fecha  14 de mayo de 2018, 142905 de fecha 15 de mayo de 2018, 142919 de fecha 15 de mayo de 2018, 142921 de fecha 15 de mayo de 2018, 142997 de fecha  18 de mayo de 2018, 143643 de fecha 06 de junio de 2018, 143644 de fecha 06 de junio de 2018, 143782 de fecha 12 de junio de 2018, 143786 de fecha 12 de junio de 2018, 143828 de fecha 13 de junio de 2018,143946 de fecha 15 de junio de 2018, 143993 de fecha 18 de junio de 2018, 144054 de fecha 19 de junio de 2018, solicitó y compró mediante Adjudicación Directa a mi representada, diversos medicamentos e insumos para la salud, los cuales fueron debidamente entregados al “Hospital” en sus instalaciones.”
“…i) Así, en términos de los contratos de compra-venta a precio fijo HCDIMP-ADMEP-ADMED-24261-22/2018, HCDIMP-ADMED-25532-33/2018, HCDIMP-ADMED-26318-01/2018, HCDIMP-ADMED-25442-42/2018, y a las Órdenes de Compra de números 141849, 141852, 142816, 142844, 142852, 142905, 142919, 142921, 142997, 143643, 143644,  143782, 143786, 143828, 143993, 144054, la demandada se encontraba obligada a realizar el pago de los bienes entregados dentro de los 90 días hábiles de que recibió la factura para su pago, más aun cuando mi representada cumplió en tiempo y forma con todas y cada una de las obligaciones a su cargo, habiendo suministrado y entregado al “Hospital” todos los insumos, productos y materiales que fueron contratados y requeridos, en el entendido de que los mismos fueron debidamente entregados de conformidad con las características, especificaciones, cantidades y tiempos convenidos para tal  efecto.”
“Por su parte y no obstante lo anterior, el “Hospital” incumplió con sus obligaciones asumidas a través de los documentos previamente mencionados, en específico con sus obligaciones de pago, toda vez que, aun y cuando mi representada le venció y entrego todos los insumos y productos contratados, el “Hospital” no llevó a cabo el pago de los mismos.”
“n) Es importante señalar, que con motivo de los contratos y órdenes de compra generadas por el “Hospital” en el ejercicio fiscal 2018, la demandada realizó algunos pagos parciales, por lo que una vez que se descontaron y aplicaron esos pagos, el saldo del adeudo que aun adeuda el “Hospital” a mi mandante, asciende a la cantidad de $1,160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional).”
“…r) Finalmente, es el caso que el “Hospital” ha incumplido claramente no solo con el Contrato de Compraventa y las Órdenes de Compra, sino también ha hecho caso omiso del Requerimiento de Pago de fecha 16 de octubre de 2019, pues hasta esta fecha el “Hospital” no ha cumplido con el pago requerido ni mucho menos ha dado contestación al requerimiento practicado, por lo que en términos del artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ese silencio administrativo tiene los efectos de una negativa ficta, con el cual la petición de pago se entiende negada a mi representada…”
“VIII. La expresión de los conceptos de impugnación: UNICO CONCEPTO DE IMPUGNACION: (…).”
“…Bajo esa tónica, es dable concluir que la actuación del “Hospital” es ilegal y causa perjuicio a mi representada habida cuenta que, ausente de toda fundamentación y motivación, la autoridad administrativa de referencia incumplió con sus obligaciones de pago y continúa negando  el pago de las prestaciones a que tiene derecho mi representada, sin tener justificación legal o contractual alguna. (…).”
Escrito de ampliación de demanda. “VIII. La expresión de los conceptos de impugnación: 

“UNICO CONCEPTO DE IMPUGNACION: El pretendido acto administrativo ilegal e infundado tendiente a anular o invalidar los procedimientos de Adjudicación de los que se derivaron los contratos y órdenes de compra reclamos en el presente sumario para evadir sus responsabilidades de pago, sosteniendo su acto en meras manifestaciones subjetivas, alejadas de los principios de seguridad jurídica y presunción de legalidad que rigen los actos administrativos.
“…Para efectos de desarrollar el presente concepto de impugnación y entender las cuestiones no conocidas por mi representada que introdujo la demandada en su contestación, es necesario acotar toralmente los puntos que invoca mi contraria, así como los que reconoce como ciertos, partiendo de los siguiente: (…)
“1. Reconoce haber adjudicado a mi representada emitiendo contratos y órdenes de compra para la adquisición de medicamentos.
2. Reconoce la existencia de los contratos y órdenes de compra que se reclaman en el escrito inicial de demanda.

3. reconoce que con motivo de los contratos y órdenes de compra, recibió todas y cada una de las mercancías e insumos amparados en las facturas que se le reclaman.
4. Reconoce que recibió todas y cada una de las facturas que se le reclaman para su trámite de pago en las fecha sindicadas.

5. Reconoce que emitió los contra-recibos que se describen y detallan en el escrito inicial de demanda.

6.- Reconoce el estado de cuenta y el saldo que adeuda derivado de las facturas que se reclaman.

7. reconoce la veracidad y existencia de todas y cada una de las pruebas documentales ofrecidas por mi representada en el escrito inicial de demanda. (…).”

“…primeramente, las cuestiones que aborda mi contraparte, no constituyen argumentos de fondo que versen sobre legalidad o validez del acto impugnado en el presente juicio, sino que pretende desviar la atención de este tribunal sosteniendo sus argumentos en la supuesta nulidad de un acto administrativo distinto al que es materia del presente sumario, lo cual constituye un error de técnica jurídica, pues la contestación a la demanda no es la instancia adecuada para hacer valer la nulidad de un acto distinto (…).”
“…Luego entonces, entendiendo que el acto que se impugna es distinto al que la demandada alude, no es posible integrar a la Litis los puntos legados por la demandada, esto es, entrara el (sic) estudio de la validez de los procedimientos de adjudicación, pues se insiste en que no constituye al fondo de la Litis por lo que hacerlo estaría violando los principios de seguridad jurídica y legalidad.”

“…A la fecha, no existe ninguna sentencia o resolución que decrete la nulidad o anulabilidad de los procedimientos de adjudicación de los que derivaron los contratos y órdenes de compra (…).”

Del estudio y análisis de los antecedentes y conceptos de impugnación citados, esta Tercera Sala Unitaria determina que, resultan fundados y suficientes para determinar la ilegalidad de los actos  impugnados.

Para una mejor comprensión del asunto, conviene destacar que la litis planteada en este juicio, también consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de los actos que impugna la accionante en su escrito inicial de demanda, consistentes en: 1.- El incumplimiento a los contratos de compraventa número HCDIMP-ADMED-25532-33/2018, HCDIMP-ADMEP-ADMED-24261-22/2018, HCDIMP-ADMED-26318-01/2018, HCDIMP-ADMED-25442-42/2018.; 2.- El incumplimiento de pago a las órdenes de compra de número 141849, 141852, 142816, 142844, 142852, 142905, 142919, 142921, 142997, 143643, 143644, 143782, 143786, 143828, 143946, 143993, 144054.; 3.- La falta de pago puntual, completo y oportuno de la cantidad de $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional), derivado de las facturas no pagadas en términos del contrato de compraventa y de las órdenes de compra; incumplimientos por el cual la hoy accionante requirió su pago inmediato a la demandada mediante escrito presentado el día ********** solicitud que constituye la negativa ficta que se analizó y que se configuro en este juicio, según se razono en el considerando anterior.
En ese tenor, también se tiene que la presente controversia deviene de  la solicitud formulada por la parte actora, que trata de un requerimiento de pago, en el cual le informa al Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto, que tiene un adeudo a favor de **********., derivados de los Contratos de Compraventa número HCDIMP-ADMED-25532-33/2018, HCDIMP-ADMEP-ADMED-24261-22/2018, HCDIMP-ADMED-26318-01/2018, HCDIMP-ADMED-25442-42/2018; y del incumplimiento de pago a las órdenes de compra de número 141849, 141852, 142816, 142844, 142852, 142905, 142919, 142921, 142997, 143643, 143644, 143782, 143786, 143828, 143946, 143993, 144054, por la adquisición y suministro de medicamentos y productos farmacéuticos, amparados en dichos documentos, los cuales  subsiste el incumplimiento del “Hospital” de pagar, circunstancias que se advierten en el texto de la documental que obra en fojas 168 a la 171 de este sumario.
Del análisis realizado a la solicitud de referencia, se puede deducir que refiere a una petición de requerimiento de pago derivada de diversos Contratos de Compraventa y Órdenes de Compra por la adquisición y suministro de medicamentos y productos farmacéuticos, celebrados por la aquí actora  y el Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto, actos los cuales la actora acredita su existencia en este juicio, con los medios probatorio que ofreció en su escrito de demanda, consistentes en: la Presunción Legal y Humana e Instrumental de Actuaciones y las documentales, mismas que fueron admitidas y desahogadas según su naturaleza, las cuales obran en fojas 37 a la 165 y 254 a la 353 de este sumario en autos y que a continuación se detallan; Contratos de Compraventa número HCDIMP-ADMED-25532-33/2018, HCDIMP-ADMEP-ADMED-24261-22/2018, HCDIMP-ADMED-26318-01/2018, HCDIMP-ADMED-25442-42/2018.; las facturas y órdenes de compra de número 141849, 141852, 142816, 142844, 142852, 142905, 142919, 142921, 142997, 143643, 143644, 143782, 143786, 143828, 143946, 143993, 144054, celebrados en el ejercicio fiscal 2018, con el Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto; Contra- Recibo de fecha 27 de agosto de 2018, con número 46312, emitido por el Departamento de Cuentas por Pagar del Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto; impresión del Estado de Cuenta ********** de **********de proveedores del saldo del Ejercicio 2018 de fecha 13 de marzo de 2019, emitido por el Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto, en el cual se señala un saldo vencido  $2´028,734.20; impresión de acuse de la solicitud de folio **********, de fecha 27 de enero de 2020; y las copias certificadas que fueron aportadas a la autoridad demandada mediante el escrito de fecha  02 de diciembre de 2020, consistentes en: 3992780, 3993219, 3998793, 4008010, 4017207, 4021678, 4021942, 4021943, 4021944, 4027018, 4047061, 4047068, 4048516, 4052221, 4052222, 4052223, 4055526, 4055527, 4055528, 4059471, 4060077, 4064939, 4068188, 4078482, 4078483; así como del soporte documental de cada una de las facturas, y las órdenes de compra número: 141849, 141852, 142816, 142844, 142852, 142905, 142919, 142921, 142997, 143643, 143644, 143782, 143786, 143828, 143946, 143993, 144054, y el Estado de Cuenta de Proveedores, esto por lo que ve al proveedor ********** **********específicamente respecto del Saldo del Ejercicio 2018,  con vencimiento al día 01/12/2020 por la cantidad de $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional), y el contra-recibo **********, que constituye una confesión expresa respecto del adeudo que tiene con la sociedad actora.

Asimismo en su escrito de ampliación de demanda, ofreció copia del oficio No. 360/20/DG de fecha 28 de abril de 2020,  visible en fojas 228 a la  230 de este sumario; emitido por  Director General del Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto, dirigido al representante de la empresa actora, documental en el cual se advierte de su texto que la autoridad demandada por conducto de su Director General, solicita a la promovente la posibilidad de que se otorgue un descuento  o quita  del 10% del monto total que le adeuda esta institución a su representada, y en donde acepta y reconoce un adeudo por la cantidad de $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional), el cual pide como plazo y forma de pago el que en la parte que interesa literalmente se transcribe:  
“REPRESENTANTE LEGAL **********P R E S E N T E .

“Por este conducto le solicito, de no existir inconveniente alguno para ello, sea analizada por parte de la Sociedad que patrocina, la posibilidad de otorgársenos un descuento o quita del 10% del monto total que le adeuda esta Institución a su representada, haciendo valer para ello, los argumentos que a continuación se expresan: (…)
“La falta de pago por parte del Hospital a las Sociedad que representa, origino que ésta actuara Jurisdiccionalmente en la Vía Contenciosa Administrativa, en contra de la Institución que dirijo, a quien le reclamo el pago inmediato de la cantidad de $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional), a través del Juicio Contencioso Administrativo Expediente número 248/2020-3, tramitado ante la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
“Actualmente se encuentra pendiente la contestación de la demanda. Con el objeto de concluir el litigio, este Hospital propuso a ********** pagar el adeudo en un periodo de 4 cuatro meses a partir del mes de mayo de 2020, celebrando un convenio en donde quedaría establecida la obligación de pago.

“… Causa ésta que motivo el solicitarle a (…), por su conducto, un  descuento  o quita del 10% sobre el monto total del adeudo, condicionado al cumplimiento cabal de la obligación a contraer lo que quedaría claramente estipulado en el convenio a celebrar, de la manera que a continuación se describe: 

A) Adeudo a reconocer $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional).
Se dividirá en dos porciones: 

La primera por la cantidad de $1´044,660.11 (un millón cuarenta y cuatro mil seiscientos sesenta pesos 11/100 M.N.)…”

La segunda porción por la cantidad de $116´073.34 (ciento dieciséis  mil setenta y tres pesos 34/100M.N.), se le denominara (DESCUENTO CONDICIONADO)…”
“…b) Plazo y Forma de Pago. 

I).- La cantidad de $200,000.00 (DOSCIENTOS MIL PESOS 00/100 M.N) de manera inmediata o en la aceptación por escrito de **********., como Acreedor, de un descuento o quita sobre el 10% (diez por ciento) del importe del ADEUDO RECONOCIDO o en la fecha de firma del convenio.”

II).- El saldo en cantidad de $960,733.46 (NOVECIENTOS SESETNTA MIL SETECIENTOS TREINTA Y TRES PESOS 46/100M.N, mediante 4 (cuatro) pagos mensuales parciales  y consecutivos por la cantidad de $240,183.36 (DOSCIENTOS CUARENTA MIL CIENTO OCHENTA Y TRES PESOS 36/100M.N) cada uno, los cuales deberán ser efectuados a más tardar el día 30 de cada mes según calendario; durante los meses de mayo, junio, julio y agosto todos ellos del año 2020, conforme al siguiente calendario: (…)
Probanzas que en su conjunto hacen prueba plena en favor del accionante de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74, 91 y 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en razón de que las mismas no fueron objetadas en cuanto a su validez y contenido por la demandada, y por tanto resultan suficientes para acreditar lo inserto en ellas, como lo es, la celebración de las partes que en ellas intervienen, la existencia de los contratos de compra venta y órdenes de compra del suministro de medicamentos y productos farmacéuticos, la entrega material de los medicamentos y productos farmacéuticos que refieren dichos contratos y órdenes de compra a la autoridad demandada.

Así como la aceptación expresa y tacita por parte de la autoridad demandada del adeudo que cuyo incumplimiento se reclama en este juicio, que se contiene en el Oficio No. 360/20/DG de fecha 28 de abril de 2020, visible en fojas 228 a la  230, antes transcrito, el cual hace prueba plena a favor del accionante en razón de que de su contenido se aprecia la confesión expresa por parte de la demandada por conducto de su Director General, de la falta de pago por parte del Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto, por la cantidad reclamada en este procedimiento contencioso, y en la que afirma que origino que se actuara Jurisdiccionalmente en la Vía contenciosa Administrativa en contra de dicha institución, probanza que junto con las  documentales  que aporto la actora antes reseñadas acreditan de forma fehaciente la procedencia del adeudo que se reclama a la autoridad demandada en este juicio, lo anterior conforme a lo establecido en el artículo 72 fracción I párrafo primero del Código Procesal Administrativo para el Estado de san Luis Potosí, que a la letra dice: 
“Artículo 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas: 

“I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado, y…”
(lo resaltado es nuestro)

No pasa inadvertido lo afirmado por la autoridad demandada, al producir su contestación de la demanda inicial que obra a fojas 188 a la 195 de este sumario, acepta que celebro los contratos de compraventa y las órdenes de compra, afirmando que fue efectuada de forma indebida y en forma contraria a la ley, por medio de procedimientos de adjudicación que se encontraban viciadas y fuera de lo que establece la Ley de Adquisiciones para el Estado de San Luis Potosí, refiriendo que los actos que reclama la actora, afirmación que se señala sin que acompañara ningún medio probatorio tendiente a acreditar dicho extremo o bien en su caso alguno que desvirtuara la existencia de los actos reclamados en este juicio, ofreciendo como  pruebas de su parte para demostrar sus excepciones, las pruebas de la Presunción Legal y Humana e Instrumental de Actuaciones y hace suyas las documentales ofrecidas por la actora contenidas en los puntos 2, 3, 4, 5, 6, y 10, bajo el principio de adquisición procesal.

Asimismo en su escrito de contestación de la ampliación de demanda que obra en fojas 239 a la 241 de este sumario, señaló que el importe que reclama la accionante, no cuentan con contrato a excepción de las órdenes de compra 141852, y que el resto no se encuentran amparadas bajo contrato alguno, que no obstante esto, que esos contratos y órdenes de compra como se indicó se celebraron en contravención a los artículos 7, 25, 44 en todas y cada de sus fracciones, 45, 47 fracciones I y III de la Ley de Adquisiciones para el Estado de San Luis Potosí, y 39 y 40 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Publico de San Luis Potosí, por ende acorde a lo preceptuado por el arábigo 6 de la Ley de Adquisidores del Estado de San Luis Potosí, señalando  que los actos  celebrados entre su mandante y el actor son nulos de pleno derecho, sosteniendo que respecto al señalamiento que efectúa el apoderado de la parte actora en cuanto a que la parte demandada por conducto del Director General le haya hecho llegar un reconocimiento de adeudo y solicite un descuento, eso no implica la aceptación expresa ni tacita para regularizar procedimientos de contratación que no se apegaron a la Ley de Adquisiciones del Estado de San Luis potosí, argumentaciones respecto las cuales la autoridad demandada no ofreció medio probatorio alguno que demostrara la ilegalidad o bien en su caso con los procedimientos respectivos ante la autoridad competente la nulidad de los contratos de compraventa y órdenes de compra derivados de la adjudicación directa de las cuales derivaron, pues no basta la sola afirmación que vierte respecto a esos actos sino que deben demostrar en este juicio con los medios de pruebas sus afirmaciones lo cual en el caso que nos ocupa no sucedió.
Precisado lo anterior, es necesario señalar por esta Juzgadora, que respecto de la negativa ficta que reclama la parte actora, el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dispone que en caso de negativa ficta, la autoridad únicamente expresará los hechos y el derecho en que se apoya la misma; esto es, no por configurarse la resolución negativa ficta, por sí misma es ilegal, pues en todo caso, las autoridades demandadas podrán sustentar su negativa expresando los fundamentos y razones que motiven su determinación y, eventualmente, podría declararse la legalidad de la misma, en  su caso.

También establece el propio numeral, que en el supuesto de que en la contestación de demanda, las autoridades no expresen el derecho en que funden su negativa, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera directa, salvo prueba en contrario.

En esa tesitura, se tiene que la autoridad demandada, al producir su contestación de demanda, si bien sostiene su negativa en los términos en que lo hizo, respecto de que los contratos de compra y órdenes de compra motivo del requerimiento de pago, provienen de procedimientos de adjudicación contrarios a la Ley de Adquisiciones para el Estado de San Luis Potosí, también lo es, que dicha afirmación no tiene sustento legal con ningún medio probatorio en este juicio.
En ese tenor, resulta fundado y operante, que la negativa que se reclama, es ilegal, toda vez que se advierte que el acto reclamado, se dictó sin la debida fundamentación y motivación a lo solicitado por el accionante, los cuales están concatenadas con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, lo que se traduce en una violación al artículo 17 de nuestra Carta Magna, en contravención de los elementos y requisitos del acto administrativo que se establecen en los numerales 164 y 165 del Código Procesal Administrativo, que a la letra dicen: 

“Articulo 164. Son elementos del acto administrativo:
I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia;

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V.  Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.”
“Articulo 165. Son requisitos del acto administrativo:

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas;

IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión;

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado.

Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.”
Lo anterior es así, toda vez que la autoridad demandada omite atender la exigencia de fundamentación y motivación está concatenada con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, pues la  congruencia, es un principio normativo que delimita el contenido de las resoluciones judiciales que deben pronunciarse, de acuerdo con el sentido y alcance de las peticiones formuladas por las partes; conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, lo cual no aconteció en el caso que nos ocupa.
En este orden de ideas, habiéndose acreditado la existencia del acto administrativo impugnado, consistente en la negativa ficta que se configuró ante la omisión de dar contestación a la petición de requerimiento de pago fecha **********, derivada de diversos Contratos de Compraventa y Órdenes de Compra por la adquisición y suministro de medicamentos y productos farmacéuticos, celebrados por la aquí actora  y el Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto, que constituye la respuesta desfavorable a la solicitud de pago de la cantidad de $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional), a favor de la sociedad actora, correspondiente al importe total del adeudo que reclama por  el incumplimiento a los contratos de compraventa número HCDIMP-ADMED-25532-33/2018, HCDIMP-ADMEP-ADMED-24261-22/2018, HCDIMP-ADMED-26318-01/2018, HCDIMP-ADMED-25442-42/2018.; y a las órdenes de compra de número 141849, 141852, 142816, 142844, 142852, 142905, 142919, 142921, 142997, 143643, 143644, 143782, 143786, 143828, 143946, 143993, 144054; derivado de las facturas no pagadas en términos del contrato de compraventa y las órdenes de compra; negativa ficta que se declaró configurada, en el considerando Sexto de esta resolución, que carece de los requisitos de legalidad, al no expresar los motivos y fundamentos legales en que la autoridad se basó para negar el pago que le fue solicitado por la empresa actora, resulta violatorio de las garantías de legalidad y seguridad jurídica de que se duele la promovente, consagradas en los artículos 14 y 16 Constitucionales.
Ahora bien, atento a lo señalado al valorar las pruebas ofrecidas por la parte actora, así como la aceptación expresa y tacita por parte de la autoridad demandada del adeudo que cuyo incumplimiento se reclama en este juicio que se contiene en el Oficio No. 360/20/DG de fecha 28 de abril de 2020, visible en fojas 228 a la  230, antes transcrito, que derivaron de las probanzas aportadas por las partes en este juicio, que resultan  suficientes para acreditar la existencia del origen del adeudo contraído por la demanda con la sociedad actora, respecto de los contratos de compra venta y órdenes de compra del suministro de medicamentos y productos farmacéuticos, y la entrega material de los medicamentos y productos farmacéuticos, antes descritos, sobre los cuales se demuestra la aceptación expresa y tacita por parte de la autoridad demandada del adeudo contraído por la demandada, mismo que se hace deriva del Estado de Cuenta de Proveedores, esto por lo que ve al proveedor ********** respecto del Saldo del Ejercicio 2018, con vencimiento al día 01/12/2020 por la cantidad de $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional), y de la copia del oficio No. 360/20/DG de fecha 28 de abril de 2020, visible en fojas 228 a la  230 de este sumario; emitido por  Director General del Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto, dirigido al representante de la empresa actora, documental en el cual se advierte de su texto que la autoridad demandada por conducto de su Director General, solicita a la promovente la posibilidad de que se otorgue un descuento  o quita  del 10% del monto total que le adeuda esta institución a su representada, y en donde acepta y reconoce un adeudo por la cantidad de $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional).
Resulta suficiente para acreditar la procedencia del pago de las pretensiones deducida en el escrito inicial de demanda, en cuanto al pago completo de la cantidad de $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional), al haberse acreditado por la parte actora, el derecho al pago que reclama de los contratos de compraventa número HCDIMP-ADMED-25532-33/2018, HCDIMP-ADMEP-ADMED-24261-22/2018, HCDIMP-ADMED-26318-01/2018, HCDIMP-ADMED-25442-42/2018.; y a las órdenes de compra de número 141849, 141852, 142816, 142844, 142852, 142905, 142919, 142921, 142997, 143643, 143644, 143782, 143786, 143828, 143946, 143993, 144054; que corresponden a los productos y servicios suministrados al Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto por la empresa actora.

Es menester señalar que respecto de la pretensión que deduce la parte actora en este juicio, que indica en el apartado  “VI. Pretensión que se deduce en Juicio”, en su segundo párrafo relativo al pago del interés legal que refiere literalmente en:

“..El pago de los intereses moratorios al tipo legal que se han originado y causado por la falta  de pago de la cantidad a que se refiere el punto 3  anteriormente referido, calculados a partir del día siguiente del vencimiento de pago de las facturas.

La misma no es procedente, en razón de que el interés que deduce, no se encuentra pactado o establecido en los contratos de adjudicación directa que son el origen de los adeudos que reclama o bien en ningún otro documento que sustente su procedencia, por lo que al no estar contenidos en ellos, resulta improcedente su procedencia; cabe señalar que los contratos y convenios que se celebran se ajusta de forma estricta en los términos en que se celebran por las partes, razón por la cual no se puede dar más allá de lo que las partes pactan. 

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la Negativa Ficta impugnada, que determina la autoridad demandada en contestación a la petición de requerimiento de pago fecha **********así como los restantes actos que reclama con relación a la negativa ficta como son: el incumplimiento a los contratos de compraventa número HCDIMP-ADMED-25532-33/2018, HCDIMP-ADMEP-ADMED-24261-22/2018, HCDIMP-ADMED-26318-01/2018, HCDIMP-ADMED-25442-42/2018; y de las órdenes de compra de número 141849, 141852, 142816, 142844, 142852, 142905, 142919, 142921, 142997, 143643, 143644, 143782, 143786, 143828, 143946, 143993, 144054; por el pago de la  $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 Moneda Nacional), y por consecuencia la NULIDAD de la misma, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. 

En el entendido de que al tratarse de una controversia suscitada por una petición o instancia de parte interesada, admite el cumplimiento y la obligación de pago por parte de la autoridad demandada, de lo cual debe informar a este Órgano Jurisdiccional; pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
En ese sentido, para efectos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del mismo ordenamiento legal, se ordena a la autoridad demandada Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto, proceda de inmediato al pago que adeuda  a  favor de la empresa actora, por la cantidad de $1´160,733.46 (un millón ciento sesenta mil setecientos treinta y tres pesos 46/100 M.N.), conforme a los lineamientos vertidos en esta sentencia.

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar sobre su cumplimiento, en su oportunidad procesal.
Por única ocasión, notifíquese personalmente a la actora y por oficio a la demandada, en la forma tradicional; sin perjuicio de que en actuaciones  subsecuentes, todas las notificaciones se realicen de manera electrónica, conforme al Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno de este Tribunal, que establece los Lineamientos para la Notificación Electrónica publicado el 15 de septiembre de 2020 en el Periódico Oficial del Estado, y Acuerdo General del Pleno de este Tribunal publicado el 4 de marzo de 2021, en dicho órgano oficial de difusión, por el cual se generaliza aplicar la notificación electrónica a todos los asuntos jurisdiccionales del Tribunal.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º,  7º fracción IX y XIII, 9º fracción III, 24, 28 fracción I, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones II y III, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados, decretándose la NULIDAD de los mismos, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en los Considerandos Sexto y Séptimo de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la  Licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí,  quien le toco conocer del presente expediente, por reasignación en su conocimiento, lo anterior con fundamento en los artículos 19, fracción IX y 42 último párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 4° de su Reglamento Interior y en términos del Acuerdo General del Pleno de este Tribunal, de fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, quien actúa con Secretario de Acuerdos Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-
	Licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado.

Magistrada Supernumeraria del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de San Luis Potosí.


	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
